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Abstracts 
La violencia de género constituye una de las violaciones más graves y persistentes de los derechos humanos a 
nivel mundial. En Afganistán, este fenómeno se ve agravado por factores estructurales, culturales y políticos que 
han consolidado un sistema profundamente patriarcal, donde las mujeres y las niñas enfrentan múltiples formas 
de discriminación, violencia y exclusión. Desde los matrimonios forzados y precoces, pasando por la violencia 
doméstica, hasta la negación del acceso a la educación o a la justicia, las prácticas que vulneran los derechos de 
las mujeres están profundamente arraigadas tanto en la normativa consuetudinaria como en las interpretaciones 
más extremas de la Shari’a. El objetivo principal de este trabajo es analizar críticamente el marco jurídico de 
Afganistán, identificando los conflictos que existen entre el derecho consuetudinario, el derecho islámico y las 
normas formales en materia de derechos de las mujeres.

La violenza di genere costituisce una delle più gravi e persistenti violazioni dei diritti umani a livello mondiale. 
In Afghanistan, questo fenomeno è aggravato da fattori strutturali, culturali e politici che hanno consolidato un 
sistema profondamente patriarcale, dove le donne sono costrette ad affrontare molteplici forme di discriminazione, 
violenza ed esclusione. Dai matrimoni forzati e precoci alla violenza domestica, fino alla negazione dell’accesso 
all’istruzione o alla giustizia, le pratiche che violano i diritti delle donne sono profondamente radicate sia nelle 
norme consuetudinarie che nelle interpretazioni più estreme della Shari’a. L’obiettivo principale di questo lavoro 
è quello di analizzare criticamente il sistema giuridico afghano, identificando i conflitti che esistono tra diritto 
consuetudinario, diritto islamico e norme formali in materia di diritti delle donne.

Gender violence is one of the most serious and persistent human rights violations in the world. In Afghanistan, 
this phenomenon is aggravated by structural, cultural and political factors that have consolidated a deeply 
patriarchal system where women are forced to fase multiple forms of discrimination, violence and exclusion. From 
forced and early marriages, through domestic violence, to denial of access to education or justice, practices that 
violate women’s rights are deeply rooted in both customary law and the most extreme interpretations of Shari’a. 
The main goal of this paper is to understand how the Afghan legal system work through the analysis of conflict 
between customary law, Islamic law and formal rules on women’s rights.
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Introducción: Fuentes del Derecho.
Aunque en muchas zonas de Afganistán, sobre todo después de la caída de los talibanes 

en 2001, se ha producido un proceso de modernización política y económica, hoy prevalece la 
fragmentación étnica, lingüística y religiosa.

La fragmentación se ve favorecida por cuestiones morfológicas de la propia región. De 
hecho, Afganistán consta de dos partes, separadas por la cordillera del Hindu Kush y esto, en 
términos sociopolíticos, ha llevado al aislamiento de las comunidades favoreciendo una socie-
dad fundada en los vínculos patriarcales de tipo feudal.

La familia es el valor absoluto, a su vez insertado en un contexto étnico típico del clan o de 
la tribu, en el que el matrimonio es una alianza y las mujeres son clasificadas como res mobiles, 
receptáculos del honor de los varones. Solo unas pocas realidades, como la de Kabul, se vieron 
en el tiempo abrumadas por un fuerte cosmopolitismo que impulsó la modernización.

En una realidad así dividida prevalecen los intereses relativos al fortalecimiento de la uni-
dad nacional, al establecimiento de la democracia, a la formación de una sociedad en la que la 
opresión, la discriminación y la violencia sean suprimidas o al menos limitadas.

Precisamente la flexibilidad entre estos diferentes sistemas ha permitido a Afganistán no 
sucumbir al caos durante las múltiples guerras que lo han arrasado.

Sin embargo, este contexto fragmentado ha tenido consecuencias en muchos sentidos.
En efecto, desde un punto de vista estrictamente jurídico, el sistema de fuentes jurídicas 

afganas se presenta como complejo y competitivo, caracterizado por la compenetración entre 
ley consuetudinaria local (Pashtunwali), ley religiosa (Shari’a) y ley formal del Estado.

Esta configuración impide la definición de un verdadero sistema de fuentes oficiales. 
La falta de claridad sobre la relación entre estas diferentes fuentes de la ley y la ausencia 

de directrices sobre cómo actuar realmente para resolver los conflictos entre ellas, siempre ha 
causado muchos problemas. 

En teoría, cada sector se proclama una autoridad legal autónoma o incluso exclusiva, pero 
en la práctica ninguno de ellos individualmente ha sido capaz de sustituir completamente a los 
demás. Esto ha llevado a una serie de limitaciones de poder y autoridad. 

Podemos imaginar el sistema jurídico afgano como un conjunto de círculos superpuestos:

La imagen sugiere tres fuentes de legitimidad e indica algunas áreas claras de autoridad 
autónoma para cada fuente, complicada por áreas de posible superposición. 

Ninguna área está bien definida o dominante. Así, en casi todas las materias pueden reivin-
dicarse principios de derecho positivo, principios islámicos y reglas consuetudinarias.1

A pesar de la existencia de un sistema legal formal establecido bajo las disposiciones de 
una Constitución, la realidad socio-legal no se refleja en él, y la ley formal no representa en 
absoluto las reglas que la mayoría de la población aplica todos los días.

1  Eddy (2009).

1.

1. Introducción: Fuentes del Derecho. – 1.1 Derecho consuetudinario: Pashtunwali. – 1.2. Shari’a. – 1.3 
Fuentes formales: a) Constitución, b) Legislación Afgana, c) Vínculos Internacionales. – 2. Las diferen-
tes caras de la violencia de género. – 2.1. El sistema educativo y la educación. – 2.2. El matrimonio forza-
do y el suicidio. – 2.3. El problema de la nacionalidad y el fenómeno de los “bacha poch”. – 3. Conclusión.  

Sommario
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Para la gente común y los aldeanos, la ley tribal y la ley islámica son más significativas y 
efectivamente más conocidas que cualquier otra fuente.

Estos sistemas alternativos reflejan mejor los valores y tradiciones locales (especialmente 
rurales) que el sistema legal formal, que muchas veces había sido atacado con frecuencia como 
vehículo para introducir ideologías extrañas en el país. 

Por ejemplo, si bien la protección de los derechos individuales garantizados por los trata-
dos y convenios firmados por Afganistán puede tener la máxima prioridad para los abogados 
internacionales que asesoran al Gobierno afgano, estos acuerdos no tienen ningún efecto a 
nivel local, en particular cuando se refieren a la religión, a las mujeres y a los asuntos familiares. 

De hecho, los valores que el Estado afgano se ha comprometido a apoyar a nivel interna-
cional son en gran medida desconocidos e inaplicables a nivel nacional.

Muy a menudo sucede que los ciudadanos afganos no perciben la expansión del sistema 
legal formal como un paso adelante en la creación del Estado de Derecho y esto condiciona la 
propia autoridad de las fuentes jurídicas formales.

En consecuencia, en Afganistán, por un lado, podríamos decir que la interpretación y apli-
cación de la Shari’a y del derecho consuetudinario impiden la aplicación y el cumplimiento de 
las normas y la protección de los derechos humanos, pero desde otro punto de vista, también 
podríamos decir que el Estado de Derecho es incapaz de imponer un sistema capaz de garan-
tizar y hacer cumplir las leyes de manera eficaz. 

 

 Derecho consuetudinario: Pashtunwali.
Concretamente, el principal pilar de la sociedad afgana es el honor y no es posible prescin-

dir del vínculo existente entre derecho y religión. 
La estructura tribal que caracteriza a la sociedad afgana hace que el derecho consuetudi-

nario represente cuantitativamente la porción más consistente y relevante en la vida cotidiana 
de las comunidades, en particular de las rurales. 

A diferencia de estas áreas, las áreas urbanas se ven más afectadas por la influencia del 
sistema legal estatal.

El modelo que es necesario seguir para llevar una vida honrada es el derecho consuetudi-
nario (pashtunwali) fundado sobre «coraje» (nang), «venganza» (badal), «hospitalidad» (mel-
mastia), «barreras de género» (purdah y namus) y «asamblea tribal» (jirga)2.

El derecho consuetudinario se entiende conjuntamente como código y como ideología, y a 
menudo aparece en los procesos por violación de los derechos individuales. 

Se utiliza para evitar disputas familiares y derramamiento de sangre innecesario. 
El problema es que la vigencia y prevalencia del pashtunwali impide al Estado ocuparse 

directamente de las violaciones de los derechos individuales y de las disputas que surgen entre 
las familias y las tribus. La sociedad tribal está autodefinida y fundada en el sentido del honor 
y en la obligación a la venganza por el mal sufrido. Cada pueblo se autogestiona y no responde 
a una institución oficial, sino a puntos de referencia identificados en hombres de gran poder.

Este enfoque concede una autodeterminación extrema y permite a los hombres afganos 
hacerse justicia por sí mismos, para restablecer el honor a través de la venganza. 

El juez es etiquetado como un intruso, representante del Estado, cuya participación viola 
el honor personal al revelar la incapacidad de las partes de poder confrontarse directamente 
defendiéndose a sí mismos, su nombre y su familia. 

En teoría, la adopción del principio de separación de poderes debería haber concedido la 
autonomía y la independencia de los órganos jurisdiccionales. El poder judicial debería ha-
ber tenido la tarea de juzgar en todos los litigios promovidos por personas físicas o jurídicas, 
incluido el Estado, como demandantes o demandados, de conformidad con las disposiciones 
legales y de examinar la legalidad constitucional de las leyes, decretos legislativos, tratados y 
convenios internacionales y su interpretación de acuerdo con la ley.

Todavía en la realidad, la situación actual en Afganistán demuestra que solo una pequeña 
parte de la teoría de la separación de poderes se ha aplicado correctamente y de forma estable. 

El Parlamento está fragmentado y no puede afirmar su papel de manera efectiva; el poder 
judicial parece débil y propenso a someterse a la voluntad política. Además, ante los recientes 

2  Sperotto (2011), pp. 81-88.
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acontecimientos históricos que han llevado al colapso del Estado y al caos total, el futuro de 
Afganistán es totalmente incierto y está en constante cambio.

Mientras que el derecho consuetudinario era parte de una tradición oral, los tribunales 
estatales requerían documentos escritos y leyes específicas. Los contendientes en una disputa 
necesitaban contratar especialistas que tuvieran una formación formal pero también conocie-
ran las reglas consuetudinarias y la ley islámica. 

Por cierto, en el pasado, el Estado ha utilizado estos sistemas como una forma de regula-
ción indirecta, especialmente en sectores sin capacidad administrativa y gubernamental directa 
y, de hecho, ha sido muy útil para los funcionarios del gobierno local confiar en el sistema in-
formal para mantener la paz y el orden general. El Estado solo intervenía cuando las disputas 
amenazaban el orden público o se informaba de actividades delictivas.

Además, los afganos han asumido erróneamente la convergencia entre Shari’a y Pash-
tunwali, ignorando su diversidad, seguramente convencidos de que sus tradiciones locales 
estaban totalmente inspiradas en la ley islámica de los buenos musulmanes. En efecto, dadas 
las altas tasas de analfabetismo en Afganistán y la débil formación en árabe, pocos saben exac-
tamente lo que requiere la ley islámica.3

Shari’a.
En cuanto al papel del Islam, el pueblo de Afganistán es un pueblo con una firme fe en 

Dios y que confía en su misericordia creyendo en la sagrada religión islámica, como se des-
prende del preámbulo de la Constitución de 20044. 

Es precisamente a mitad de camino entre las costumbres y las instituciones estatales que se 
sitúa la Shari’a, que interactúa con la norma de producción estatal condicionando también su 
contenido y exigiendo el respeto de los principios islámicos. 

La Shari’a desempeña un papel fundamental tanto en las zonas rurales como en las urba-
nas y ha sido la ley tradicionalmente aplicada en materia de derecho de familia y de estatuto 
de las personas, de la propiedad, de las pruebas y de los contratos. 

Es necesario adelantar que toda religión, más allá de las interpretaciones no siempre co-
rrectas del propio mensaje teleológico, en cuanto condicionadas por elementos culturales que 
se superponen, busca alcanzar la fidelidad a la verdad.

Cuando, como en el caso de Afganistán, existe una fuerte compenetración entre sociedad 
religiosa y sociedad civil, el peso de la marginación, que se manifiesta en una evidente priva-
ción de los derechos fundamentales, resulta aún más penalizador.

Muy a menudo también a causa de la escasa instrucción, la lectura “masculina” de los 
contenidos teológicos ha favorecido la existencia de formas de reducción de sentido y de sig-
nificado del “valor femenino” dentro de las religiones y de la sociedad civil. De ahí la necesidad 
de favorecer un cambio de mentalidad y la predisposición de estrategias y acciones concretas 
para la eliminación de todos los obstáculos, prejuicios y todas las restricciones que todavía se 
pueden observar en la confesión religiosa islámica.

La Shari’a, en árabe “ley” o literalmente “camino trillado”, representa la fuente de las reglas 
de la religión islámica, un código de comportamiento ético que se ha convertido en los años en 
ley positiva, que, según los Imanes más iluminados, debería estar privada de poder coercitivo.

A diferencia de las leyes fundamentales de las otras religiones, son particularmente de-

3  Barfield (2008), pp.348-373.
4  “En el nombre de Alá, el Compasivo, el Misericordioso. Alabado sea Alá, el Cheriser y Sostenedor de los Mundos; y Alabado sea la paz con Mahoma, Su 
último mensajero y sus discípulos y seguidores. Nosotros, el pueblo del Afganistán creemos firmemente en Dios Todopoderoso, confiamos en Su voluntad 
divina y adherimos a la Santa religión del Islam; consciente de las anteriores injusticias, miserias e innumerables desastres que ha sufrido nuestro país; 
apreciando los sacrificios, las luchas históricas, la yihad y la justa resistencia de todos los pueblos del Afganistán, admirando la posición suprema de los 
mártires de la libertad del país; comprendiendo que un Afganistán unido e indivisible pertenece a todas sus tribus y pueblos; observando la Carta de las 
Naciones Unidas, así como la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
Con el fin de fortalecer la unidad nacional, salvaguardar la independencia, la soberanía nacional y la integridad territorial del país; establecer un orden 
basado en la voluntad y la democracia de los pueblos; formar una sociedad civil sin opresión, atrocidad, discriminación y violencia, basada en el estado 
de derecho, la justicia social, la protección de la integridad y los derechos humanos, y el logro de las libertades y los derechos fundamentales de los pueblos; 
fortalecer las instituciones políticas, sociales, económicas y de defensa; lograr una vida próspera y un entorno de vida sano para todos los habitantes de esta 
tierra; y, finalmente, recuperar el lugar apropiado del Afganistán en la familia internacional. 
Han aprobado esta Constitución de conformidad con las realidades históricas, culturales y sociales, así como los requisitos de tiempo a través de nuestros 
representantes electos en la Loya Jirga, del 3 de enero de 2004, celebrada en la ciudad de Kabul.”
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talladas y completas, abarcan todos los ámbitos de la vida y están destinadas a la Umma, a la 
comunidad islámica universal, por lo que vale para todos los musulmanes, en cualquier parte 
del mundo donde se encuentre, demostrando que es personal y extraestatal.

Tanto que en varios países se han creado tribunales religiosos para supervisar la aplicación 
de estas normas y las sucesivas penas que deben imponerse en caso de incumplimiento.

Las peculiaridades de la Shari’a son su imperatividad, que exige a todo musulmán respetar 
lo previsto, no solo en la esfera de la comunidad y de la familia sino sobre todo en la privada; 
su exclusividad, ya que no admite más que otras leyes, como las laicas, puedan tener una su-
premacía; su inmutabilidad, porque de origen sagrado y no modificable por el hombre que no 
puede alterar o sustituir al legislador divino.

Las leyes laicas del Estado, si son contrarias a un principio de la Shari’a, obligan al ciuda-
dano a elegir el comportamiento recto de la revelación divina, sin aplicar lo institucionalmente 
previsto.

La Shari’a, la palabra de Dios, tiene cuatro fuentes principales: el Corán, la Sunna, el Ijma’ 
y el Qiyas. 

Lo que está contenido en los textos sagrados representa el valor máximo aplicable al propio 
fuero interno y gracias a Él el hombre debería comprender qué comportamientos y actitudes 
son lícitos y cuáles, en cambio, lo alejan de Dios haciéndose daño a sí mismo y a su comunidad. 

El Corán contiene además cerca de seiscientos preceptos importantes para el hombre, apli-
cables al foro externo como miembro de la Umma islámica. Las reglas del Corán abarcan desde 
el derecho de familia hasta el derecho penal, las sucesiones, los principios de los contratos, las 
reglas del derecho tributario y las reglas para el culto de la religión.

Dadas sus fuentes, la Shari’a parece ser un código de leyes completo y actual. 
Pero la voluntad de mantener un cierto rigor cultural sin querer abrirse al cambio puede 

crear no pocas dificultades en el ámbito de la tutela de los derechos de las mujeres, delineando 
un estilo de vida femenino absolutamente arcaico y androcéntrico. Por ejemplo, algunas inter-
pretaciones de la Shari’a consideran las diferencias biológicas entre los dos sexos y los llevan 
a diferentes aspiraciones, ya que las hormonas afectan no solo al cuerpo de la madre, sino 
que también implican cambios psicológicos y mentales. Por lo tanto, a la mujer no se le debe 
permitir el trabajo, ya que cuando se encuentra en estas “etapas” puede tener comportamientos 
irracionales.

En esta perspectiva, a la mujer solo se le asigna el papel de madre y cuidadora de la fami-
lia, ella debería ocuparse solo de la casa y de la descendencia hasta una cierta edad; teniendo 
en cuenta que es exclusivamente el hombre quien debe ocuparse de la educación de los hijos 
mientras la madre se ocupa de educar a las hijas, aclarando cómo comportarse y todo lo nece-
sario para ser, en el futuro, una esposa y una madre modelo. La naturaleza ha creado a la mujer 
más emocional y sensible precisamente porque es procreadora y por lo tanto necesita tener a 
su lado un hombre y una familia que la hagan estar a salvo.

Dentro de la familia existen, pues, papeles profundamente diversos y no sustituibles. A este 
respecto, en la Shari’a se hace referencia a un término (qawwamiyyah) que puede traducirse 
como “tutela” o como “dominio”, y que se refiere a la relación entre marido y mujer.

Se afirma que el hombre debe mantener económicamente a su mujer y a su familia; él 
tiene un papel de seria responsabilidad porque está llamado a tomar las decisiones para todo 
el núcleo familiar. Este papel difícil y complicado se considera una “carga” demasiado pesada 
para la mujer. 

Los estereotipos de género en este sentido también surgen con respecto a la educación de 
la descendencia: a los hijos se les dice que respeten a la madre en cuanto es ella quien se ocupa 
de todas las necesidades de la familia y que respeten al padre en cuanto es el educador moral 
y religioso.

Los niños hasta la edad de siete años deben ser atendidos por la madre dado el fuerte vín-
culo que se establece, pero en el octavo año la educación de los hijos debe ser confiada al padre. 
Estos no solo deben gozar de una formación religiosa y económica, sino que deben realizar 
las primeras experiencias extrafamiliares. Tales experiencias no pueden llevarse a cabo con la 
madre, a la que está cerrada la vida pública.

Confiar la autoridad familiar a dos personas comprometería los difíciles equilibrios matri-
moniales. Más bien, el ego y el egoísmo femenino hacia esta búsqueda de igualdad pueden ser 
sofocados con la ayuda de la religión, y la división de tareas asegura la creación y el crecimiento 
de un ambiente familiar próspero y duradero.
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La cuestión más preocupante en el contexto familiar, en relación con una interpretación 
incorrecta y extrema de la Shari’a, se refiere a la práctica violenta de las mujeres.

En la Surah, desde los versículos de la Ayah An-Nisa5, se deduce que el hombre debe 
garantizar a su esposa una vivienda adecuada, el sustento y la ropa necesaria y adecuada a su 
condición social, no debe maltratarla ni abofetearla sino protegerla y estar cerca de ella; pero 
también que no se comprenden a los que maltratan a su esposa, e inmediatamente después la 
abrazan y la aman. 

Los hombres tienen que vivir con sus esposas de una manera justa y amable.
Sin embargo, los intérpretes extremistas de la Shari’a parecen admitir formas de violencia 

física entre marido y mujer, argumentando que si la mujer no puede respetar sus propios vín-
culos, satisfaciendo desde todos los puntos de vista las necesidades del marido y de la familia, 
en primer lugar, puede intentar un diálogo con la esposa para comprender sus comportamien-
tos y razones; en segundo lugar, es legítimo para él abandonar la cama conyugal con el fin de 
llevar a un “razonamiento sabio” la esposa; en última instancia, al hombre se le permite el uso 
de la fuerza contra la esposa que lo deja insatisfecho. Además, tales rechazos podrían justificar 
la infidelidad, la traición y la completa indiferencia del marido hacia la esposa. Todas ellas 
dinámicas que inevitablemente llevarían a la familia al borde del fracaso. 

Parece pasar el mensaje de que el uso de la fuerza no es el fin, sino el medio y un camino 
para llegar al objetivo final, que es volver a la armonía conyugal.

Todo esto examinado hasta ahora demuestra que algunas interpretaciones “extremistas” de 
la Shari’a implican notables diferencias de género, inculcando sentimientos como el terror y el 
miedo del cónyuge y la consiguiente imposibilidad de una vida fuera de la familia.

Esto se aplica también a las niñas y a las jóvenes, que percibiendo estas actitudes como 
algo habitual, difícilmente podrán acceder a pensamientos distintos del contexto en el que 
han crecido. En sus mentes este modus operandi seguirá siendo para siempre un “estilo de vida” 
considerado normal y ordinario.

“En ninguna parte del Corán se dice que las mujeres deben depender de un hombre. 
Ninguna voz ha descendido del cielo para decirnos que toda mujer debe escuchar a un hombre”6.

Fuentes Formales. 
a) Constitución. 

En 1963, bajo el impulso de Zahir Shah y tras amplias consultas con todos los segmentos 
de la sociedad, fue aprobada por la Loya Jirga7 una Constitución que instauraba un proceso in-
édito de participación democrática. Ese fue el momento en que se afirmó el derecho Estatal, el 
principio de separación de poderes y se comenzó a proteger una serie de derechos y libertades 
fundamentales. En 1964 empezó el período constitucional de la nueva democracia.8

Sin embargo, a pesar de los avances realizados, con el tiempo se ha hecho cada vez más 
necesaria una reforma constitucional cuya ratio era enfrentar las cuestiones nacientes tanto en 
el plan sustancial, como el papel que había que conceder a la Shari’a en la Constitución, como 
en el procesual. Se trataba, en definitiva, de definir el Afganistán como un Estado secular más 
que un Estado islámico.

Uno de los objetivos principales era reconstruir el Estado afgano a través de la redacción de 
una carta constitucional que pudiera ponderar las necesidades del Estado teniendo en cuenta 
todos los valores de la población y el respeto de todas las etnias presentes en el territorio. 

Tras una fase de consulta popular, los comisarios reunidos en Kabul redactaron definitiva-
mente la Constitución, publicada en noviembre de 2003 y hecha oficial el 4 de enero de 2004. 

Las instituciones internacionales han esperado hasta el último momento un enfoque laico 
de la carta constitucional, pero ante un período de dominación talibán las consultas se mostra-

5  Surah, Ayah An-Nisa, es la cuarta Sura del Corán, que también se conoce como “las mujeres”.
6  Yousafzai (2021), p. 192.
7  No tenemos que confundir las jirgas, es decir, el consejo de ancianos, con la Loya Jirga, que es el Gran Consejo de Ancianos, que fue 
institucionalizada y entró en el marco jurídico del Afganistán en la Constitución de 1964. 
La Loya Jirga se celebra a nivel nacional e incluye a miembros y dirigentes de todas las diferentes tribus para decidir sobre cuestiones relativas 
al bienestar nacional del Estado, además pueden participar personas de diferentes religiones, idiomas o etnias. 
8  De Maio y Loris W (2003), pp.191-212.
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ron inequívocamente favorables a una Constitución exclusivamente islámica.
El artículo 6 de la Constitución afgana establece que: «El Estado tiene el deber de crear una 

sociedad próspera basada en la justicia social, la protección de la dignidad y los derechos humanos, 
sobre la realización de la democracia y de garantizar la unidad nacional y la igualdad entre todos los 
grupos étnicos y tribales, así como el desarrollo equilibrado de todas las zonas del país.»

La República promete alcanzar la justicia social, eliminando todos los obstáculos econó-
micos y sociales entre los ciudadanos, asegurando la plena igualdad ante la ley en el respeto de 
las libertades individuales; del derecho a la vida; el derecho a la autodeterminación; el derecho 
a un juicio justo; el derecho a una existencia digna; el derecho a la libertad religiosa; el derecho 
a la protección de sus datos personales y el derecho al voto.

Así pues, formalmente, en la sociedad afgana el hombre y la mujer gozan de los mismos 
derechos y están sujetos a los mismos deberes, son perfectamente equivalentes a los ojos del 
Estado, tal como se desprende del artículo 22 de la Constitución: «Queda prohibida toda forma 
de discriminación y de privilegio entre los ciudadanos de Afganistán. Los ciudadanos de Afganistán, 
tanto hombres como mujeres, tienen los mismos derechos y obligaciones ante la ley.»

El artículo 24 de la Constitución afgana afirma que la libertad es un derecho natural de los 
seres humanos. Este derecho no estará limitado a menos que se vean afectadas otras libertades 
y el interés público regulado por la ley. La libertad y la dignidad humana son inviolables y el 
Estado debe respetar y proteger estos valores.

El artículo 27 de dicha fuente afirma que nadie puede ser castigado sin la decisión de un 
tribunal autorizado, adoptada de conformidad con las disposiciones legales, promulgadas antes 
de la comisión del delito.

En virtud del artículo 29, la persecución de los seres humanos está prohibida. A nadie se 
le permite ni se le puede ordenar que practique la tortura, incluso en el caso de que el objetivo 
sea obtener la verdad de un sospechoso, arrestado, detenido o condenado. 

Quedan prohibidas las penas contrarias a la dignidad humana.
El artículo 34 protege la libertad de expresión como derecho inviolable. Reconociendo a 

cada afgano el derecho a expresar su pensamiento a través de medios y modalidades conformes 
a las disposiciones de la ley, dentro de los límites previstos por la propia Constitución.

De conformidad con el artículo 48, todos los ciudadanos tienen derecho a trabajar. 
El artículo 50 prohíbe todas las formas de discriminación en la contratación de funciona-

rios.
La Carta Constitucional concede especial importancia al tema de la educación y a la nece-

sidad de reconocer este derecho fundamental a todos, sin distinción alguna.
El artículo 17 de la Constitución afgana establece: «El Estado adoptará las medidas necesa-

rias para promover la educación a todos los niveles [...]». 
La educación resulta ser un valor fundamental para su realización con vistas a una vida 

digna.
El artículo 43 dice: «La educación es un derecho de todos los ciudadanos de Afganistán, que el 

Estado debe proporcionar gratuitamente hasta que se gradúe. El Estado tiene el deber de formular 
y promover programas eficaces para la difusión equilibrada de la educación en todo el territorio de 
Afganistán y proporcionar educación obligatoria hasta un nivel promedio. El Estado también debe 
garantizar la enseñanza de las otras lenguas locales en las zonas donde se hablan.»

De este primer examen formal se desprende claramente que la Constitución afgana no es 
discriminatoria para las mujeres.

Sin embargo, aunque la Constitución declara que el Estado debe respetar la Carta de las 
Naciones Unidas, los acuerdos interestatales, los tratados internacionales a los que se ha ad-
herido Afganistán y la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 3 de la 
Constitución establece que «En Afganistán ninguna ley puede ser contraria a los principios y a las 
disposiciones de la sagrada religión del Islam». 

Por lo tanto, si bien la Constitución afgana se muestra totalmente contraria a cualquier 
forma de discriminación y en varias ocasiones en el examen de esta fuente, resulta clara la 
voluntad del legislador de establecer una carta constitucional capaz de poner fin a los abusos 
durante demasiado tiempo perpetuados con respecto a las mujeres y las personas que necesitan 
una protección especial, por otra parte, la fragmentación que rige el país impide a la Constitu-
ción imponerse por encima del apego ético y del sentimentalismo religioso.

La única interpretación que se puede atribuir al artículo 3 de la Constitución afgana es la 
primacía de la ley religiosa sobre la ley estatal, capaz de elevarse a la fuente del derecho supe-
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rior a la Constitución. 
En consecuencia, todas las normas contenidas en el decreto constitucional solo tienen 

valor si no contrastan con las normas religiosas.
Lamentablemente, tras la caída del régimen republicano en 2021, los talibanes suspen-

dieron la Constitución de 2004 y purgaron jueces, fiscales y funcionarios, aplicando decretos 
ministeriales o dirigencia religiosa, sin un nuevo texto constitucional formal.

El régimen instauró la Shari’a hanafí9 como única fuente suprema de derecho, vetando la 
Constitución y eliminando cualquier marco legal que limitara el poder del Emir.

Esta dinámica ha erosionado todos los mecanismos de protección de derechos, acechado 
por decretos arbitrarios y normas religiosas impuestas unilateralmente.

Los talibanes no han hecho más que aumentar la incertidumbre en torno a su visión cons-
titucional y confundir el asunto haciendo declaraciones incoherentes sobre el orden constitu-
cional que desean instaurar en Afganistán. 

En septiembre de 2021, indicaron que aplicarían la Constitución de 1964 de Afganistán 
como una carta provisional. Mientras tanto, el Emir talibán, líder supremo y jefe de Estado, 
exigía que las instituciones del Estado dejaran a un lado aquellas leyes que consideraban no 
redactadas en estricta observancia de la tradición hanafi. Las instituciones especializadas com-
puestas exclusivamente por juristas hanafis (como el Consejo de Ulama y los juristas dentro 
del Tribunal Supremo Talibán) estaban facultadas para realizar una revisión abstracta de todas 
las leyes estatales a fin de certificar que ninguna de ellas contradecía los fallos del fiqh hanafis. 

El Emir aclaró que hasta que se complete este proceso de verificación, la ley hanafi seguirá 
siendo la ley del país.

No obstante, la Constitución de 2004 sigue estando disponible en el sitio web del Mi-
nisterio de Justicia como “constitución aplicada” de Afganistán y los líderes talibanes se han 
comprometido a respetar sus normas.

Para hacer las cosas aún más confusas, los talibanes han sugerido en muchos lugares que 
rechazan los valores y las normas que están consagrados tanto en la Constitución de 1964 
como en la de 2004, denunciando los documentos como una imposición extranjera.10 

De toda forma, la conducta oficial de este grupo extremista es totalmente incompatible 
con los valores democráticos y liberales consagrados en las leyes fundamentales de Afganistán.

b) Legislación Afgana. 

Una de las acciones más significativa para prevenir y castigar el fenómeno de la violencia 
contra las mujeres en Afganistán fue la promulgación de la histórica ley afgana sobre la elimi-
nación de la violencia contra las mujeres (EVAW) en 2009.11

La EVAW aspira a proteger los derechos y la dignidad humana de las mujeres y niñas 
afganas criminalizando veintidós actos específicos de violencia.

En un intento de introducir cierta flexibilidad, en algunos casos específicos, la ley permite 
a la víctima retirar la denuncia en cualquier etapa del procedimiento, incluso después de la 
condena, con la consiguiente interrupción del caso.

La excepción a esta flexibilidad subsiste para cinco de los delitos considerados más graves: 
•	 violencia sexual; 
•	 prostitución forzada;
•	 publicidad de la identidad de la víctima; 
•	 quemaduras químicas; 
•	 autolesión forzada o suicidio inducido. 
Debido a la gravedad de estos cinco crímenes, los autores de estos actos violentos deben ser 

procesados y castigados incluso si la denuncia se retira posteriormente.
En concreto, como se subraya en el primer y segundo informe periódico combinado elabo-

rado por el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer12 el 20 de abril 
de 2012, el artículo 5 de la Ley afgana sobre la eliminación de la violencia contra las mujeres 
(EVAW) declara que los siguientes actos constituyen violencia contra las mujeres:

9  Derecho islámico definido durante siglos por los eruditos asociados con la escuela de derecho hanafi.
10  Pasarlay (2022).
11  Hakimi (2020), pp.52-72. 
12  Examen de los informes presentados por los Estados parte de conformidad con el artículo 18 de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer en 2012, p. 29. 
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•	 violar a una mujer
•	 obligar a la mujer a la prostitución
•	 quemar a la víctima o utilizar sustancias químicas o venenosas contra la víctima
•	 obligar a la mujer a auto lesionarse o suicidarse
•	 herir o incapacitar a una mujer
•	 golpear a una mujer
•	 comprar o vender a una mujer para el matrimonio
•	 entregar a una niña al precio de la sangre
•	 limitar el derecho de la mujer a casarse obligándola a contraer matrimonio o eligiendo 

previamente al esposo antes de alcanzar la edad legalmente prevista
•	 insultar, amenazar o causar daños a la mujer
•	 prohibir la posesión de bienes personales o hereditarios
•	 limitar el derecho a la educación, al trabajo y al acceso a los servicios sanitarios
•	 el trabajo forzoso
•	 el aislamiento forzado.
Además, la ley EVAW establece la Alta Comisión para la Eliminación de la Violencia 

contra las Mujeres y obliga a ocho ministerios gubernamentales a actuar para contrastar el 
fenómeno de la violencia de género. 

Introduce una serie de servicios médicos y legales gratuitos, además de la compensación de 
los daños sufridos y el deber de confidencialidad. 

De acuerdo con la Ley de Eliminación de la Violencia contra la Mujer, que está expresa-
mente subordinada a otras fuentes legislativas, una denuncia solo puede presentarse a institu-
ciones gubernamentales formales como la policía, tribunales y otras autoridades competentes 
y, a menos que la denuncia sea retirada por la víctima, las autoridades tienen el deber de pro-
seguir el proceso penal; la oficina del fiscal y el tribunal están obligados a dar prioridad a los 
casos EVAW y a tratarlos lo antes posible. Se prohíbe la suspensión, el perdón o la mitigación 
de las penas. 

El único mecanismo legalmente encargado de juzgar estos casos es el sistema de justicia 
formal, excluyendo así todos los mecanismos informales o tradicionales de mediación, consi-
derados en tales casos ilegales.

Resolver los casos de violencia contra las mujeres a través de los mecanismos tradicionales 
de resolución de conflictos llevaría a abusar de la posición de las mujeres y sus derechos, así 
como a aumentar la violencia contra las víctimas. Por ejemplo, muchas de las resoluciones 
penales dictadas por las Jirgas locales requieren la práctica del “baad”, ósea la práctica habitual, 
criminalizada en virtud de la ley EVAW, de vender chicas o mujeres concediéndolas en matri-
monio para resolver una disputa familiar.

En estas prácticas hay comisiones informales de mediación, compuestas casi en su totali-
dad por hombres, que suponen erróneamente que la víctima y el autor de la violencia tienen 
el mismo poder y que ambas son responsables del abuso. En estos contextos, radicalmente pa-
triarcales, las víctimas de violencia rara vez participan directamente en el proceso, haciéndolas 
personas desafortunadas sin ningún derecho a ser escuchadas. Por si fuera poco, las víctimas se 
ven a menudo sometidas a una presión significativa por parte de su familia y de la comunidad, 
inducidas a aceptar la mediación en lugar de ejercer su derecho a acceder a la justicia a través 
del sistema formal.

Además de la EVAW, se han tomado muchas medidas a lo largo de los años para combatir 
la violencia de género en Afganistán.

La Oficina del Alto Comisionado para la Eliminación de la Violencia contra la Mujer es-
tuvo presidida desde el principio por el Ministerio de Asuntos de la Mujer, en cuyas reuniones 
participaron todos los altos funcionarios de la Oficina del Fiscal y de los Ministerios del Inte-
rior, Justicia, salud pública, información y cultura, educación, trabajo y asuntos sociales. Entre 
los resultados de esta organización se encuentran la elaboración de una estrategia quinquenal 
y la realización de seminarios sobre los matrimonios precoces y forzados, que han llevado a 
la adopción de la prohibición prevista por el protocolo sobre la eliminación del matrimonio 
precoz y forzado.

La Estrategia Nacional de Desarrollo de Afganistán, elaborada entre 2009 y 2012, tenía 
como objetivo específico organizar programas de desarrollo en los ámbitos político, económi-
co, social y de seguridad. Con ocasión de la elaboración de la estrategia, se realizaron consultas 
directas con 17.000 personas, aproximadamente la mitad de ellas mujeres, de 34 provincias 
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diferentes. 
Uno de los principales objetivos era garantizar la igualdad de oportunidades, derechos y 

seguridad en todos los ámbitos, tanto para las mujeres como para los hombres.
En la Conferencia de Londres de 2010 se aprobó formalmente el Plan decenal de Acción 

Nacional para la Mujer en Afganistán para la protección de las mujeres, que el Gobierno afga-
no, con el apoyo de la comunidad internacional, debería haber aplicado. Este plan fue uno de 
los innumerables esfuerzos sostenidos por el gobierno nacional para cumplir los compromisos 
contraídos con las mujeres de manera sistemática, permanente y coordinada. 

El objetivo principal del plan era apoyar los principios de la estrategia nacional de desarro-
llo de Afganistán (es decir, la seguridad, la gobernanza, el Estado de Derecho, la protección de 
los derechos humanos y el desarrollo económico y social) y sobre todo garantizar la igualdad 
de género  y la inclusión de las mujeres en todos los ámbitos, incluidas las políticas, presu-
puestos, programas, proyectos, actividades de servicios, contratación, formación, promoción y 
designación de privilegios y oportunidades.

Otro logro importante ocurrió cuando la Organización Mundial de la Salud y la Comi-
sión Independiente de Derechos Humanos de Afganistán condenaron el denominado “test de 
virginidad”13. Posteriormente, el Código Penal de Afganistán abolió formalmente este proce-
dimiento no científico, concretado en un examen ginecológico forzado degradante y moral-
mente perjudicial para la víctima, calificándolo de una práctica cruel e inhumana.

Desafortunadamente, con el retorno del régimen talibán en agosto de 2021, muchas de las 
conquistas obtenidas en años de lucha y sacrificio se han anulado.

Los talibanes han restablecido el “Emirato Islámico” unitario, altamente centralizado y 
autocrático (tal como se definió en la carta de 199814) y han revivido una serie de leyes que 
adoptaron a mediados del decenio de 1990. 

El Ministerio de Asuntos de la Mujer fue sustituido por el Ministerio de Promoción de la 
Virtud y Prevención del Vicio, que ejerce su mandato bajo la “Ley de los principios generales 
de la organización y jurisdicción de los ministerios del Emirato Islámico”, publicada en la 
Gaceta n.797 de 1996 del Boletín Oficial, que confiere a este ministerio amplios poderes para 
hacer cumplir la moral pública.

También se volvieron a facultar a algunos ministerios al revertir las decisiones de la zona 
de la República que habían creado varios poderosos organismos, direcciones y comités inde-
pendientes de los ministerios.

En cuanto a la dotación de personal, a nivel nacional los talibanes parecen haber mante-
nido a la mayoría del personal en ministerios técnicos que permanecieron en el país, pero han 
colocado a miembros de los talibanes en puestos de dirección. 

En los ministerios que se ocupaban de cuestiones consideradas delicadas por los talibanes 
como el ministerio de seguridad y el ministerio de educación y enseñanza superior, parece que 
los talibanes han sustituido a la mayor parte del personal con sus miembros.

También los funcionarios del poder judicial nombrados en la era de la República fueron 
expulsados y, en su lugar, el Emir talibán ha nombrado exclusivamente a personas que llevan 
los títulos de ajund, shaykh, mufti y mulavi15, títulos que no están normalizados y no correspon-
den a un conjunto fijo de cualificaciones pero que sugieren que la persona posee conocimiento 
de la tradición profética y que puedan emitir respuestas autorizadas sobre las cuestiones rela-
tivas a la ley islámica.

c) Vínculos internacionales.

Partiendo del supuesto de que diversas legislaciones islámicas, entre ellas la afgana, consa-
gran de manera más o menos evidente la desigualdad entre hombres y mujeres, en particular 
en los ámbitos del procedimiento civil, del derecho de familia y de la herencia, a veces agra-
vada en las prácticas sociales, es necesario comprender qué vínculos internacionales tiene el 
Afganistán.

El Afganistán forma parte de varios instrumentos internacionales cuyo objetivo no es sólo 

13  Conocido también como “examen de dos dedos”, porque normalmente los doctores introducían dos dedos para comprobar si la mujer tenía 
himen intacto. Esta práctica ha hecho que proliferen los negocios clandestinos que prometen restablecer la virginidad de las mujeres reparando 
su himen. Además de ser invasiva, esta operación es peligrosa y cara.
14  Sobre el tema véase: Rubin (2020). 
15  Sobre el tema véase la decisión de la Suprema Corte n.69 juicio provincial de 16 de diciembre 2021. 
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la protección de los derechos humanos fundamentales, sino, sobre todo, la protección de per-
sonas especialmente amenazadas, como las mujeres, los niños y las personas con discapacidad:

Tratado Firma Ratificación

CAT - Convención contra la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes
4 febrero 1985 1 abril 1987

CAT-OP Protocolo facultativo de la 
Convención contra la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes / 17 abril 2018

CCPR- Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos / 24 enero 1983

CEDAW- Convención para la eliminación 
de todas las formas de discriminación 

contra la mujer
14 agosto 1980 5 marzo 2003

CERD-Convención Internacional sobre 
la eliminación de todas las formas de 

discriminación racial / 6 julio 1983

CESCR- Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales / 24 enero 1983

CRC-Convención sobre los Derechos del 
Niño y la Adolescencia 27 septiembre 1990 28 marzo 1994

CRC-OP-AC Protocolo facultativo a la 
Convención sobre la participación de los 

niños en los conflictos armados
/ 24 septiembre 2003

CRC-OP-SC Protocolo facultativo a la 
Convención sobre los Derechos del Niño 

relativo a la venta de niños, la prostitución y 
la pornografía infantiles

/ 19 septiembre 2002

Convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad / 18 septiembre 2012

A lo largo del tiempo, se han emprendido diversas iniciativas para aplicar las restricciones 
impuestas por estas fuentes internacionales, como la creación de entidades específicas para la 
mejora de los derechos de la mujer, la adopción de leyes que afectan directamente a su situa-
ción, la realización de planes de trabajo que tengan en cuenta los diferentes sectores de la vida 
de las mujeres afganas y la pretendida modificación de las leyes que violan sus derechos.

El reto más importante al que se enfrenta el proceso de aplicación es la falta de seguridad, 
ya que las mujeres no pueden disfrutar plenamente de protección. A estas premisas se añaden 
las tradiciones y costumbres poco favorables.

La comunidad internacional es plenamente consciente de los considerables esfuerzos rea-
lizados por Afganistán para promulgar y aplicar un marco jurídico que proteja y promueva los 
derechos de la mujer. Sin embargo, se considera que el clima de violencia extrema y persistente, 
en particular contra las mujeres, el proceso político en curso y la transición de las fuerzas de 
seguridad, ponen al Estado en una situación muy difícil. Se supone que la aplicación de los 
instrumentos internacionales es la garantía más eficaz para el pleno respeto y disfrute de los 
derechos humanos y la protección de las mujeres.

Después de la caída del primer régimen talibán, se hicieron muchos esfuerzos en Afga-
nistán para garantizar que los derechos de las mujeres estuvieran firmemente arraigados en el 
crítico proceso de reconstrucción de la Nación. 



Maria Michela Lombardo

2/2025 140

Uno sguardo oltre frontiera
Una mirada más allá de las fronteras

A Look Beyond Borders

Se prestó atención a la Convención Internacional de las Naciones Unidas sobre la Elimi-
nación de todas las formas de discriminación contra las mujeres y a la Resolución 1325 sobre 
la mujer, la paz y la seguridad, que el Consejo de Seguridad adoptó en 2000. 

Estos instrumentos, considerados esenciales para el progreso y la protección de los dere-
chos de la mujer, han tenido cierta influencia en el proceso de elaboración de la Constitución 
afgana, haciendo de la protección de la mujer una cuestión prioritaria entre los distintos obje-
tivos del gobierno provisional afgano de Hamed Karzai. 

Casi de inmediato, UNIFEM y otras organizaciones internacionales comenzaron a pro-
porcionar seminarios de capacitación sobre la CEDAW, asistiendo a un creciente interés del 
movimiento de las mujeres afganas que comparten el objetivo de conocer la Convención y 
considerar todas las formas en que la Convención podría haber sido utilizada como instru-
mento de defensa de los derechos.

El gobierno provisional afgano demostró su compromiso con la igualdad de género ante 
las intensas presiones internacionales para mejorar la situación de las mujeres y ratificó ines-
peradamente la CEDAW el 5 de marzo de 2003. 

La ratificación de la Convención por parte de Afganistán fue un hito importante para los 
derechos de las mujeres no solo en Afganistán, sino en todo el mundo musulmán.

Afganistán ha hecho historia al convertirse en el primer Estado musulmán en ratificar la 
Convención sin reservas. Al hacerlo, el Estado se comprometió a alcanzar los objetivos de la 
Convención incorporando los principios de igualdad entre hombres y mujeres en su sistema 
jurídico, aboliendo y sustituyendo todas las leyes discriminatorias y actos de discriminación 
contra las mujeres por parte de personas, organizaciones y empresas.

La ratificación de 2003 indujo a los activistas que defendían la protección de los derechos 
de la mujer a movilizarse incitando a incluir importantes garantías de los derechos de la mujer 
en la nueva Constitución afgana; sin embargo, en los meses anteriores a la Loya Jirga constitu-
cional, muchos se opusieron organizando una clara campaña para desacreditar la Convención 
calificándola occidental, no islámica e incompatible con la cultura y la religión afgana.

Por último, la Constitución afgana de 2004 proclama la igualdad entre hombres y mujeres 
ante la ley, dispone la interpretación y aplicación de la Shari’a por encima de las garantías 
constitucionales; Esto socava la fuerza de la cláusula de igualdad y todos los demás logros 
importantes de las activistas afganas y sus seguidores.

Lamentablemente, Afganistán aún no ha ratificado el Protocolo Facultativo a la CEDAW, 
a pesar de que el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra las Mujeres ha 
recomendado en varias ocasiones su adhesión.16

De conformidad con los artículos 9, 10 y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, Afganistán también debe garantizar un trato justo, interpretado como protección 
jurídica, a los acusados, a los supervivientes y a las víctimas. Por lo tanto, las mujeres deben ser 
tratadas con respeto y recibir protección antes, durante y después del proceso legal.

Como parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 
Gobierno de Afganistán está obligado a prohibir la discriminación por razón de sexo, tal como 
se establece en el artículo 2 de dicho Pacto, y garantiza que todos los derechos sean disfrutados 
equitativamente por hombres y mujeres.

Es evidente que todos estos objetivos sólo pueden lograrse mediante la creación de marcos 
legislativos adecuados, sistemas judiciales y organismos policiales que ofrezcan un entorno 
seguro para las mujeres y para todas las personas que puedan ser consideradas víctimas. 

Además, el Estado debe garantizar que los refugios y los servicios sanitarios físicos y psico-
lógicos sean accesibles a todas las víctimas sometidas a cualquier forma de violencia.

El juez, habilitado por la Constitución y mediante el uso de fuentes internacionales, debe 
realizar una interpretación de la legislación interna de acuerdo con la disposición convencional. 

En otras palabras, aunque la CEDAW u otras fuentes internacionales no pueden por sí 
solas constituir parámetro en el juicio de Constitucionalidad, bien pueden sin embargo “ilu-
minar” la disposición Constitucional adecuada para declarar inconstitucional una ley discrimi-
natoria o para rechazar una interpretación legislativa contra mulierem.17

Muy a menudo en los informes, redactados por organizaciones gubernamentales y no gu-
bernamentales, se insta al Estado afgano a conferir prioridad a la movilización nacional y al 

16  Sobre el tema véase: Rao y Nehru (2016), pp. 49-64 y Boxer (2002), p.5. 
17  D’usseaux y Ceccherini (2021), pp.703-722. Sobre el tema véase, además: Scotti (2018).
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apoyo internacional a las recomendaciones contenidas en las observaciones finales del Comité. 
Se insta encarecidamente al Estado parte a que aplique sin demora los instrumentos ade-

cuados para la consecución de los objetivos, estableciendo un mecanismo especial de coordina-
ción con todas las instituciones estatales competentes a todos los niveles entre el Parlamento, 
el poder judicial y las partes interesadas, incluidas las entidades internacionales que apoyan la 
transición del Estado Parte a su transformación continua.

En los últimos veinte años, los notables avances en materia de derechos humanos han 
permitido al pueblo afgano participar de manera significativa en una sociedad que valora y 
defiende los derechos internacionalmente protegidos.

Sin embargo, en la actualidad, la adquisición del poder por parte de los talibanes ha susci-
tado enormes temores de un retorno a los modelos de comportamiento pasados, que implica-
rían, además de alimentar la desesperación entre muchos afganos, las violaciones y abusos de 
los derechos de la mujer cometidos por las partes en conflicto.

En declaraciones realizadas a partir de 2021, los talibanes han jurado respetar y proteger 
al Estado y a sus habitantes.

Los portavoces de los talibanes han asumido un compromiso específico de respetar el 
derecho de las mujeres al trabajo y el derecho de las niñas a asistir a la escuela, en línea con la 
interpretación talibán de la ley islámica. También afirmaron que respetarán los derechos de los 
miembros de las minorías étnicas y religiosas y que se abstendrán de tomar represalias contra 
aquellos que han trabajado con el gobierno o la comunidad internacional.18

Sin embargo, la realidad es que ya en 2021 se produjo un aumento de las víctimas civiles 
de casi el cincuenta por ciento en comparación con 2020, y esta cifra aumenta de año en año.

Se han producido graves represalias contra quienes, a lo largo de los años, apoyó al Go-
bierno y a la comunidad internacional, aquellos que han trabajado por los derechos humanos 
y la justicia o aquellos cuyos estilos de vida y opiniones son simplemente percibidos como 
contrarios a la ideología talibán.

Reina una atmósfera de gran preocupación y temor por las mujeres, los periodistas y la 
nueva generación de líderes de la sociedad civil que ha surgido en los últimos años. 

Las diversas minorías étnicas y religiosas de Afganistán también están actualmente ex-
puestas a la violencia y la represión, dados los modelos anteriores de graves abusos bajo el 
régimen talibán.

Las Naciones Unidas continúan a permanecer disponibles, a ofrecer ayuda a todos los que 
más lo necesitan, a apoyar los esfuerzos para restaurar la paz y la estabilidad y a apoyar los 
derechos y la dignidad de todos los afganos.

Las diferentes caras de la violencia de género.
Hablar de violencia o discriminación de género no significa referirse exclusivamente a 

un acto meramente físico. La violencia puede ocultarse en cualquier acto que implícitamente 
priva de la dignidad humana. Violenta puede ser cualquier tipo de conducta capaz de afectar 
no solo el cuerpo sino también la psique y la autoestima.

La Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de la violencia contra las mu-
jeres (1993) define la violencia contra las mujeres “cualquier acto de violencia de género que cause 
o pueda causar daños físicos, sexuales o psicológicos a las mujeres, incluidas las amenazas de tales actos, 
la coacción o la privación arbitraria de libertad, ya sea en la vida pública o privada”.

Al aplicar esta definición, las Naciones Unidas identifican y reconocen algunas de las di-
ferentes formas de violencia contra las mujeres, como la violencia infligida por los socios; las 
prácticas tradicionales perjudiciales, como la mutilación y el corte genital femenino; el infan-
ticidio femenino y la selección sexual prenatal; el matrimonio precoz y forzado; la violencia 
relacionada con la dote; los crímenes contra las mujeres cometidos por “honor”; el maltrato 
de las viudas; el feminicidio; la violencia sexual por parte de los no socios; el acoso sexual y 
la violencia en el lugar de trabajo, en las instituciones educativas y en el deporte; la trata de 
mujeres y muchas otras.

Aunque no existe una definición tan clara dentro del ordenamiento jurídico afgano, las 
fuentes internas condenan todos los ejemplos e indicadores incluidos en esta definición.

18  Ferguson (2022). 

2.
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Sobre la base de todo lo expuesto, sería oportuno profundizar algunos de los aspectos más 
importantes del fenómeno de la violencia contra las mujeres en el contexto afgano.

El sistema educativo y la educación.
El sistema educativo tiene una importancia fundamental para el desarrollo del país, y espe-

cialmente para garantizar el derecho a la educación de todos los ciudadanos.
Con la toma del poder por los talibanes, en su momento, las mujeres fueron alejadas de 

cualquier actividad social y privadas del derecho a la educación. Todas las escuelas de niñas han 
sido cerradas y las mujeres oficialmente excluidas de la enseñanza.

Incluso después de la caída del primer régimen talibán, la calidad de la educación en las 
escuelas seguía siendo muy baja, y aunque la educación se consideraba igualmente importante 
para ambos sexos, las niñas nunca han tenido las mismas oportunidades de acceder a la edu-
cación.

A pesar de esto, muchísimas jóvenes se comprometieron cotidianamente en el estudio, ya 
que tienen la constante preocupación de interrumpir su formación por voluntad de los padres 
o de los hermanos en caso de bajo rendimiento.

El 67,2% de la población considera éticamente incorrecto que las niñas asistan a escuelas 
en las que, entre los profesores, hay hombres19. Sin embargo, muchos están cansados de some-
terse a un método educativo que recompensa sistemáticamente la obediencia en detrimento 
de la curiosidad y la creatividad.

El porcentaje de alfabetización entre las niñas, hasta 2019, no superaba el 7%; pero siempre 
han existido zonas donde el acceso a la educación, al trabajo y a la vida social de las mujeres 
está completamente bloqueado. En el informe “Education under attack 2014 de la Coalición 
Global para la Protección de la Educación contra el Ataque”20 se analizan las amenazas y los ata-
ques contra estudiantes, profesores y otras personas que trabajan en el contexto de la educa-
ción, así como contra las escuelas, universidades e instituciones educativas.

Estos ataques pueden ser perpetrados por motivos políticos, ideológicos, étnicos o religio-
sos, pero el resultado común es privar a las personas de su derecho fundamental e inalienable 
al estudio, consagrado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

En el ordenamiento jurídico interno de Afganistán es precisamente la Carta Constitu-
cional la que concede especial importancia a la cuestión de la educación y a la necesidad de 
reconocer este derecho fundamental a todos, sin distinción alguna.

El artículo 17 de la Constitución afgana establece: «El Estado adoptará las medidas necesa-
rias para promover la educación a todos los niveles [...]». La educación resulta ser un valor funda-
mental para su realización con vistas a una vida digna.

El artículo 43 dice: «La educación es un derecho de todos los ciudadanos de Afganistán, que el 
Estado debe proporcionar gratuitamente hasta que se gradúe. El Estado tiene el deber de formular 
y promover programas eficaces para la difusión equilibrada de la educación en todo el territorio de 
Afganistán y proporcionar educación obligatoria hasta un nivel promedio. El Estado también debe 
garantizar la enseñanza de las otras lenguas locales en las zonas donde se hablan.»

Sin embargo, a pesar de lo dispuesto en la carta constitucional, a partir de agosto de 2021, 
tras la recuperación del poder por parte de los talibanes, la situación parece haber vuelto a ser 
como en el pasado. Suhail Shaheen, portavoz del gobierno talibán, declaró unos días después 
de la toma de Kabul: «Creemos en la libertad de expresión, en el derecho a la educación y al trabajo 
y en el hecho de que todos deberían ser iguales ante la ley, sin discriminación». 

No obstante, en los meses siguientes, los talibanes difundieron reglas más específicas sobre 
la educación de las mujeres, y comenzaron las primeras violaciones del derecho al estudio.

19  Chiavarino (2013), pp. 1-12.
20  La Coalición Global para la Protección de la Educación contra el Ataque es una coalición interinstitucional formada en 2010 por 
organizaciones que trabajan en el ámbito de la protección de los derechos humanos y la educación en situaciones de emergencia y conflictos. 
La iniciativa nació de la preocupación por los continuos ataques a instituciones educativas, estudiantes y trabajadores en numerosos países 
del mundo. 
La coalición incluye organizaciones como: el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), 
Save the Children, Human Rights Watch, el Council for Assisting Refugee Academics (CARA), Protect Education in Insecurity and 
Conflict (PEIC) y el Scholars at Risk Network.
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El sábado 18 de septiembre de 2021 cuando, según el calendario escolar, volvieron a abrir 
las escuelas, a las niñas afganas se les dio acceso a escuelas primarias, reservadas para estudian-
tes de 6 a 12 años, pero se han impuesto varias restricciones: las aulas deben estar separadas 
por sexo, con profesoras para niñas, que es una condición difícil de cumplir debido a la falta de 
personal femenino; se exige el uso del velo integral o del burqa, junto a uniformes estrictos; se 
han eliminado materias consideradas “occidentales” o contrarias a la interpretación extremista 
de la Shari’a y todas las niñas necesitan un pariente hombre (mahram) para desplazarse, impi-
diendo el acceso especialmente en zonas rurales.

Siempre a mediados de septiembre 2021 los Talibanes se pronunciaron además sobre el 
derecho al estudio universitario, diciendo que las mujeres podrían seguir estudiando a la uni-
versidad, pero en cursos reservados solo para mujeres e impartidos por profesoras, cuyos con-
tenidos, de todos modos, debería ser revisado. Los talibanes también dijeron que las mujeres 
afganas que iban a la universidad deberían cubrirse la cabeza. No estaba al principio claro si se 
referían al hijab, que no cubre la cara, o a cobertura más completa.21

Entre finales de enero y principios de febrero de 2022, algunas universidades públicas en 
las provincias de Laghman, Nangarhar, Kandahar, Nimroz, Farah y Helmand han reabierto 
permitiendo la participación de las mujeres, en aulas separadas de las de los hombres.

No obstante, en diciembre de 2022, se emitió una prohibición oficial de asistencia a los 
cursos universitarios tanto públicos como privados para las mujeres. Las matriculadas en cur-
sos universitarios han sido expulsadas y los cursos con profesoras han sido interrumpidos.

En 2023, los talibanes prohibieron también la educación a distancia y online para mujeres.
En diciembre de 2024, se vetó la formación de enfermeras y comadronas, perjudicando la 

salud materna y neonatal.
También las alumnas que deberían asistir a la escuela secundaria, es decir, las niñas de entre 

12 y 17 años, no han vuelto a sus clases.
Los talibanes han establecido una prohibición solo implícita, que ha sido suficiente para 

anular completamente la frecuencia. El gobierno emitió una ordenanza que preveía el regreso 
a la escuela secundaria para los estudiantes y profesores varones, sin mencionar a las mujeres.

Oficialmente, los talibanes habían afirmado que las escuelas secundarias, para niñas de 
12 años en adelante, reabrirían una vez “garantizadas condiciones islámicas adecuadas”, pero 
todavía nunca se ha adoptado ninguna medida concreta para hacerlo.

Cuando gobernaron la mayor parte de Afganistán a finales de 1990, los talibanes actuaban 
exactamente como lo hacen hoy en día, por inferencia, intimidación, violencia y, si es necesario, 
asesinato.

La directora de la escuela de Sayed Ul-Shuhada, destruida en parte en mayo 2021 por una 
explosión causada por un coche bomba que causó la muerte de 90 personas, entre ellas muchos 
adolescentes, desearía conocer los detalles del plan de los talibanes para la educación de las ni-
ñas. Pero esto no le fue permitido ya que para las mujeres estaba prohibido asistir a las reunio-
nes semanales del comité escolar, ya que éste está constituido exclusivamente por hombres.22

Desde 2021, se han promulgado 12 decretos para limitar la educación de las mujeres y casi 
18 para limitar su libertad de movimiento.

En 2023 el Afganistán se confirmó un país donde las mujeres y los adolescentes no tienen 
acceso a la educación, el empleo y la libertad de movimiento. 

Los índices internacionales también confirmaron una imagen de fuerte disminución en 
los derechos.

Según el “Global Gender Gap Report 2023”, que compara el estado actual y la evolución de 
la paridad de género a nivel internacional, el Afganistán se encuentra en la parte inferior de la 
clasificación con una puntuación general del 40,5%. 

Es el último de los 146 países, ganando la reputación de peor país del mundo en términos 
de igualdad de género; tiene el rendimiento más bajo en todos los subíndices, excepto en salud 
y supervivencia, donde se sitúa en el 141° lugar, y es el único cuya puntuación de paridad de 
género en la educación es inferior al 50% (48,2%).23

Actualmente la educación de las mujeres mayores de 12 años está totalmente suspendida, 
las mujeres no pueden trabajar en lugares públicos y privados, no pueden viajar en automóvil o 
avión y no pueden visitar lugares públicos (parques, gimnasios, baños) si no van acompañadas 

21  Il Post (2021).
22  Panza (2021).
23  Ubbiali (2023). 
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de un familiar masculino.24

Según datos de la UNESCO de agosto 2024, 1,4 millones de niñas han sido directamente 
afectadas por estas prohibiciones, cifra que refleja un incremento de 300 000 en tan sólo un 
año.25

En marzo de 2025, la Misión de Asistencia de la ONU en Afganistán (UNAMA) reiteró 
su “profunda decepción” por el cuarto año consecutivo de cierre de escuelas secundarias para 
niñas, indicando que la cifra de niñas excluidas ascendió a 2,2 millones.26

A pesar de todo, muchas mujeres valientemente se han organizado clandestinamente resis-
tiendo a las prohibiciones impuestas y encontrando soluciones alternativas.

Pashtana Durrani fundó el “LEARN Afganistán”, una red de escuelas digitales en el país 
que ofrece clases en línea (aunque solo el 6 % de las mujeres tienen acceso a internet) y dirige 
escuelas clandestinas en seis provincias, educando a unas 700 niñas.

Meetra Alokozay es directora ejecutiva de “Sahar Education”, una organización sin fines 
de lucro que trabaja para empoderar a las mujeres en Afganistán.27 

Muchas chicas que quieren seguir estudiando han creado grupos de resistencia, encon-
trándose en casas con otras estudiantes tratando de aprender la una de la otra para seguir 
educándose incluso sin un lugar adecuado. 

Están encerradas en habitaciones con puertas y rejas cerradas para que nadie pueda oírlas 
desde fuera y siempre mantienen las cortinas bajadas para que el aula no sea visible desde el 
exterior. 

El mismo espíritu de rebelión nació en 1996 cuando las niñas daban clases gracias a la 
valentía de algunas mujeres como Shukriya Barakzai, que en 1999, después de haber sido 
golpeada por salir de casa para ir a ver a un médico con su hija vestida de varón, decidió con-
vertirse en activista y luego dedicarse a la política. Comenzó a organizar clases clandestinas 
para niñas afganas en el edificio en el que vivía y luego se convirtió en una conocida periodista 
que también fue elegida en el parlamento afgano.

Dado que a las mujeres les estaba prácticamente prohibido estudiar, muchas ex maestras 
organizaban escuelas autogestionadas, dispuestas precariamente en sótanos de edificios, o en 
casas privadas. Las clases se programaban a diferentes horas, para evitar sospechar de la policía 
talibán y los libros se empaquetaban para que parecieran paquetes de comestibles. Cuando de 
repente los talibanes irrumpieron, comenzaron a rezar en el coro, fingiendo recitar el Corán.

En efecto, la posibilidad de impartir clases en casa sería de gran ayuda para las estudiantes, 
sobre todo para las niñas. Se reduciría así la inseguridad inherente al cumplimiento del camino 
hacia la escuela, imputable tanto a la eventualidad de que se produzcan incidentes relacionados 
con el conflicto, como al peligro de sufrir acoso o abusos.

Otros objetivos fundamentales para garantizar el derecho a la educación de las niñas y 
niñas afganas podrían ser el uso de estructuras educativas femeninas que cumplan las normas 
mínimas de seguridad y salud, como tener baños y agua potable y más profesoras. 

El matrimonio forzado y el suicidio.
La familia es seguramente el aspecto más importante de la vida en Afganistán. 
Se supone que una relación conduce inevitablemente al matrimonio. En la mayoría de 

los casos, esta institución tiene la finalidad de fusionar dos familias diferentes o remediar una 
disputa. Casi nunca se trata de atracción o sentimientos entre los futuros cónyuges. 

Cuando dos familias establecen una unión, en cada reunión que tiene lugar antes del ma-
trimonio deben estar presentes los miembros de sus familias. Es casi imposible que la futura 
pareja tenga la oportunidad de pasar tiempo en soledad para conocerse mejor antes de la 
ceremonia.

Paradójicamente, incluso la endogamia, es decir, la elección del cónyuge dentro del mismo 
grupo, es muy común en las periferias afganas. Sin embargo, esto no representa una obligación, 
es absolutamente posible predeterminar la relación con sujetos externos a la propia tribu/clan.

24  Milan (2024). 
25  Unesco (2024). 
26  Unicef (2025).
27  Homa (2024).
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Las familias afganas son generalmente grandes y multigeneracionales. Es costumbre que 
las mujeres se muden con la familia del esposo en el momento del matrimonio.

Debido a la falta de disponibilidad económica, es raro que las parejas recién casadas se 
muden a su propia casa. Por esta razón, el tamaño promedio de una familia en Afganistán es 
de aproximadamente siete/ocho personas. Los hijos casados normalmente viven con su esposa 
e hijos en la casa de su padre y madre, junto con sus hermanas solteras.

Así que es posible que tres o cuatro generaciones vivan bajo el mismo techo y es obvio que 
todas las mujeres trabajen juntas para manejar los asuntos domésticos y los niños.

En esta dinámica ampliada, el hombre mayor desempeña el papel más autoritario, pero en 
general todas las decisiones relevantes deben ser aprobadas por los hombres del hogar. 

En efecto, son exclusivamente los hombres los que llevan el peso económico de la familia, 
los que deben proteger el honor y responder a cualquier comportamiento incorrecto.

En Afganistán, la poligamia es legal siempre que el hombre demuestre que puede apoyar 
económicamente a todas las esposas.

El Código Civil afgano, en los artículos 86 y 89 confirma la validez de la poligamia, pero 
la condiciona a varios factores como la existencia de una razón legítima y el consentimiento 
de la esposa. 

En concreto, el artículo 86 del Código Civil afgano dice: “La poligamia puede producirse 
cuando se cumplen las siguientes condiciones:

1.	 cuando no exista temor alguno de que las esposas reciban un trato desigual;
2.	 cuando el marido tenga medios financieros suficientes para mantener a todas sus esposas. Esto 

incluye alimentos, ropa, alojamiento y atención médica adecuada;
3.	 cuando exista una razón legítima, como por la posibilidad de que la primera mujer no pueda 

concebir hijos o padezca una enfermedad grave.”
Para un matrimonio polígamo no es necesario un permiso judicial o cumplir con formali-

dades específicas, siempre que se respeten las condiciones antes mencionadas.
Si el marido no las respeta, las esposas podrán recurrir al ḍarar, es decir, al divorcio judicial 

sobre la base del daño causado.
De acuerdo con la CEDAW, el matrimonio polígamo viola el derecho de la mujer a la 

igualdad con los hombres, y puede tener consecuencias emocionales y financieras tan graves 
para la mujer y para los familiares a su cargo que tales matrimonios deberían desalentarse y 
prohibirse.

Afortunadamente, esta práctica es poco habitual hoy en día en Afganistán. Por lo general, 
ocurre cuando el hermano de un hombre muere y la viuda no tiene a nadie que la sostenga. En 
ese caso, su cuñado tiene el deber de casarse con ella.

La comunidad internacional siempre ha reconocido el fenómeno del matrimonio forzado 
como un problema gravísimo.28 En muchísimos países del mundo, entre ellos Afganistán, está 
permitido dar en matrimonio a una joven para finalidades específicas como la promoción so-
cial, la ganancia de sumas indigentes, el acompañamiento de familias potentes (badalè) y otras 
innumerables razones.

El matrimonio forzoso no es solo una violación de los derechos humanos que involucra 
exclusivamente a mujeres jóvenes, a menudo incluso mujeres adultas solteras o viudas se ven 
obligadas a contraer matrimonio contra su voluntad. Pero está claro que ejercer violencia o 
intimidación para empujar a la unión es más fácil en los casos en que la víctima es un menor.

Un matrimonio infantil es, por definición, un matrimonio forzado, ya que un niño no pue-
de ser considerado en ningún caso libremente consiente a la unión conyugal.

A lo largo de los años, las Naciones Unidas han intentado abordar estas prácticas tradicio-
nales que son especialmente perjudiciales para las mujeres. Sin embargo, las acciones concretas 
para erradicar esta práctica han ganado impulso real desde la década de 1990, coincidiendo 
con la atención prestada a la salud reproductiva de los adolescentes en la Conferencia In-
ternacional del Cairo sobre Población y Desarrollo de 1994 y la afirmación de los derechos 
humanos de la mujer en la Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre la Mujer 
celebrada en Pekín en 1995.

La pandemia de COVID-19 y la crisis sucesiva han agravado aún más la situación para 
las familias. En 2020, casi la mitad de la población de Afganistán era tan pobre que no tenía 

28  Sobre el tema de los matrimonios forzados véase: Cuadrado Ruiz (2017), pp. 494-511 y Cuadrado Ruiz (2018), pp. 41-62.
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bienes de primera necesidad como alimentos básicos o agua limpia.29

La desastrosa situación económica en Afganistán está empujando a más y más familias a la 
pobreza y esto es a menudo lo que las obliga a tomar decisiones desesperadas, como hacer que 
los niños trabajen y casar a las niñas a una edad temprana. Dado que a la mayoría de las niñas 
no se les permite volver a la escuela, el riesgo de matrimonios precoces ahora es aún mayor.

Según el artículo 70 del Código Civil de Afganistán, la edad legal para contraer matrimo-
nio es de dieciocho años para un chico y 16 para una chica. De conformidad con el artículo 
71.1, si la niña aún no ha cumplido los 16 años, su matrimonio solo puede tener lugar si el 
padre da su consentimiento o sobre el asunto decide directamente el tribunal competente.

El artículo 71.2 declara inadmisible el matrimonio de menos de quince años.
El Afganistán, como país fuertemente islámico, de conformidad con el ordenamiento jurí-

dico y profesado por la Shari’a, prohíbe absolutamente las relaciones sexuales con niños; dichas 
relaciones se considerarán en todo caso lícitas exclusivamente dentro del vínculo matrimonial. 

Concretamente, el artículo 426 del Código Penal afgano condena hasta diez años de pri-
sión a los que abusan sexualmente de los niños y el artículo 427 del Código Penal afgano 
castiga con la reclusión a largo plazo las relaciones sexuales fuera del matrimonio y el adulterio. 

En ninguna parte el Código afgano menciona, como consecuencia de estos crímenes, el 
castigo previsto por la Shari’a del Hudud.

Lamentablemente, el 24 de marzo de 2024, el líder supremo de los talibanes, Hibatullah 
Akhundzada, anunció que la organización fundamentalista comenzará a hacer cumplir su 
interpretación de la ley de la Shari’a en Afganistán, reintroduciendo la flagelación pública y la 
lapidación de las mujeres por adulterio: “esta guerra no termina aquí. Nuestro objetivo es establecer 
la religión de ala e implementar la Shari’a en esta tierra. Nuestro camino no ha terminado con el 
mero control de Kabul y las provincias. No, ese no es nuestro objetivo. Ahora aplicaríamos la Shari’a 
en la práctica. Estamos implementando el Hudud de ala (los castigos ordenados por Dios). Vamos 
a implementar públicamente el Rajm (lapidación) de las mujeres por adulterio. Todas esas acciones 
entran en conflicto con vuestra idea de democracia, y ustedes estarán luchando contra cada una de 
ellas. Así como usted afirma respetar los derechos humanos, así soy yo. Yo represento a ala, pero usted 
representa a Satanás. Al final el partido de ala prevalecerá.”30

Paradójicamente, el artículo 517 del Código Penal afgano establece que “quien da en matri-
monio a una viuda o a una joven menor de 18 años contra su voluntad o sin su consentimiento debe 
ser castigado con un breve período de prisión”. El apartado 2 de dicho artículo especifica que si

esto ocurre con el fin de compensar un acto incorrecto (baad)31, el acusado debe ser conde-
nado a dos años de prisión.

En la cultura Pashtun, el badal es un matrimonio basado en el intercambio, en el que dos 
familias se ponen de acuerdo para dar en matrimonio una hija a un hombre del otro grupo, 
compensando así los costes de la dote. El baad es en cambio un matrimonio compensatorio, 
en el sentido de que la joven de una familia se entrega a la otra para reparar una injusticia. 
Aunque el baad está prohibido por la ley, no hay noticias de personas denunciadas o de juicios 
instruidos para condenar esta práctica.32

De conformidad con el art. 16 de la CEDAW, los Estados parte, incluido Afganistán, de-
berían tomar todas las medidas necesarias para eliminar la discriminación contra la mujer en 
todas las cuestiones relacionadas con el matrimonio y las relaciones familiares. En particular, 
garantizando: a) el mismo derecho a contraer matrimonio; b) el mismo derecho a elegir libre-
mente a su cónyuge y a contraer matrimonio únicamente con libre y pleno consentimiento; 
c) los mismos derechos y responsabilidades en el marco del matrimonio y en el momento 
de su disolución; d) los mismos derechos y las mismas responsabilidades como padres, in-
dependientemente de la situación matrimonial, en las cuestiones relativas a los hijos; e) los 
mismos derechos a decidir libremente, con conocimiento de causa, el número y el intervalo 
de nacimientos; f ) los mismos derechos y responsabilidades en materia de tutela, asistencia, 
custodia y adopción de menores; o establecimientos similares cuando existan en la legislación 
nacional. En cualquier caso, el interés de los niños será la consideración primordial; g) los 
mismos derechos personales al marido y a la mujer, incluida la elección del apellido, de una 

29  Fore (2021).
30  Afghan Witness (2024). 
31  Se trata de la práctica tradicional Pashtun de conceder/vender mujeres jóvenes a través del matrimonio con el fin de resolver las disputas 
entre las familias.
32  Serafini (2022).
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profesión o de un empleo; h) los mismos derechos a ambos cónyuges en materia de propiedad, 
de adquisición, gestión, administración, disfrute. 

Los compromisos y matrimonios de niños carecen de efecto jurídico y se toman todas las 
medidas necesarias, incluidas las disposiciones legales, para especificar una edad mínima para 
el matrimonio y para hacer obligatorio el registro de los matrimonios en un registro oficial.

Otras fuentes internacionales, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, al que Afganistán se ha adherido, 
también conceden gran importancia a la familia y a la posición de la mujer dentro de ella.

A pesar de todo lo dicho y de las protecciones normativas antes mencionadas, en la gran 
mayoría de los casos, el matrimonio forzado induce al suicidio.33

La mayoría de las muertes se registran como simples accidentes domésticos, ya que, para 
las familias de las mujeres jóvenes, el suicidio es una vergüenza. 

Durante el primer régimen talibán, los padres de las jóvenes que habían intentado suici-
darse fueron encarcelados. El Islam y la Shari’a consideran el suicidio como una aberración, 
un insulto a Dios. 

Así que, incluso hoy en día, las muertes siguen ocultas por vergüenza.
En el “ National Library of Medicine” se cuentan muchos episodios desesperados de suici-

dio, como la historia de Fariba, una joven afgana de la provincia de Kapisa. El prometido de 
Fariba, Mujahid, había regresado a Afganistán después de un período de trabajo en Irán como 
drogadicto y Fariba, que al principio no se opuso a la unión organizada por las familias, ya no 
estaba muy convencida de su elección. A pesar de sus dudas, la familia obligó a Fariba a casarse 
con Mujahid, y ella, con solo 18 años, se suicidó en 2007.

No hay que cometer el error de pensar que solo las mujeres pueden ser víctimas del fe-
nómeno del matrimonio forzado. Saxby Pridmore y Garry Walter, en su trabajo “Suicide and 
Forced Marriage” no tratan solo el triste caso de Fariba. También en el contexto afgano el pobre 
Kahn a los veintidós años prefirió la auto-inmolación antes que mantener una vida conyugal 
con una mujer de treinta y siete años.

La práctica de la auto-inmolación, es decir el acto de quemarse a la muerte, resultó en un 
fenómeno en crecimiento a un ritmo notable y constante. En 2004, en respuesta a un aparente 
aumento de los casos de auto inmolación en el país, el gobierno afgano, la Afganistán Inde-
pendent Human Rights Commission (AIHRC) y la Misión de Asistencia de las Naciones 
Unidas en Afganistán llevó a cabo revisiones separadas de los casos detectados para tratar 
de determinar por qué se estaba produciendo la práctica. Los investigadores informaron que 
los matrimonios forzados e infantiles, así como la violencia perpetrada por esposos, suegros 
y otras esposas de los esposos, eran precursores comunes de actos de autoinmolación. Datos 
más recientes destacan la omnipresencia de la práctica: el AIHRC y el Ministerio de Asuntos 
Femeninos afganos informan de la identificación de 106 casos de auto-inmolación en 2006.34

Desde abril de 2022, han seguido 11 denuncias de suicidios relacionados con matrimonios 
forzados de niñas menores de edad. El 20 de enero de 2024, Zan TV publicó en X (anterior-
mente Twitter): “Fuentes locales en la provincia de Baghlan dicen que una niña en el distrito de 
Deh Salah de la provincia se suicidó debido al matrimonio forzado.” La víctima tenía 17 años y 
había estado casada con un hombre de 37 años cuatro meses antes. Se informó además de que 
anteriormente había hecho varios intentos fallidos en su vida, después del matrimonio. 

Dos semanas después, el 2 de febrero de 2024, un periodista local en Faryab publicó so-
bre el suicidio de otra chica de 17 años en Facebook. Según Rokhshana Media, que también 
informó sobre el incidente, esta niña se suicidó después de oponerse firmemente a un matri-
monio que su padre aprobó.

También se ha observado una tendencia reciente en las denuncias de suicidios femeninos 
relacionados con la violencia de los talibanes, a raíz de detenciones y encarcelamientos. 

El 28 de enero de 2024 varias cuentas de medios sociales compartieron imágenes de mu-
jeres que habían sido liberadas de las prisiones talibanes con signos de tortura.

Lo que es cierto es que el fenómeno de los matrimonios precoces y forzados contribuye a 
destruir las oportunidades sociales y educativas de las niñas afganas.

Como se señaló anteriormente, la mayoría de las veces el matrimonio no representa en 
absoluto una elección de amor que traiga felicidad a la vida de una mujer joven. Estas chicas se 

33  Pridmore y Walter (2013), pp. 47-51. 
34  Raj et al (2008), pp. 2201-2203.
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encuentran catapultadas en la dimensión conyugal con hombres mucho más grandes y deben 
asumir la responsabilidad de la familia, del hogar. Deben desempeñar el papel de la esposa 
perfecta, obediente al esposo y temerosa de Dios.

Incluso vivir la intimidad en un contexto forzado puede considerarse una verdadera pe-
sadilla. No solo por una cuestión de diferencia de edad, sino porque a menudo el hombre 
exige que la joven se someta a los deseos sexuales de su marido, legitimando así la “violación 
conyugal”.

Muchas son demasiado jóvenes para poder consentir el sexo y se enfrentan a complicacio-
nes durísimas durante el parto debido a sus cuerpos no desarrollados. Las tasas de mortalidad 
relacionadas con el embarazo de las niñas de 15 a 19 años son más del doble de la tasa de las 
mujeres de 20 a 24 años.

Como se desprende claramente del informe de 21 de diciembre de 2011 del Comité sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación contra las mujeres, un medio eficaz de 
prevención de los matrimonios forzados podría ser el registro formal del matrimonio. 

El Código Civil afgano regula en detalle esta formalidad obligatoria en sus artículos 46 y 
51, pero debido a las cargas que hay que soportar y al complejo procedimiento en realidad casi 
nadie procede a un registro concreto.

En ciertos aspectos, el suicidio puede parecer el único camino posible, sobre todo si se 
considera la separación o el divorcio como una frontera infranqueable.

El divorcio está contemplado en los textos sagrados, siempre que sea la última solución 
para la pareja: se intenta en todos los sentidos salvaguardar el matrimonio por el bien de los 
cónyuges y de los hijos, solo cuando no hay alternativa se admite la separación.

Hasta la introducción del Código Civil afgano de 1977, el divorcio en Afganistán estaba 
regulado exclusivamente por la Shari’a. La única decisión estatutaria en la materia fue la ley 
sobre el matrimonio de 1971, incorporada en una breve sección (compuesta por seis artículos) 
que en cualquier caso remitía a la interpretación de la ley islámica. El Código Civil afgano 
es, pues, el primer intento real de codificación de la disciplina del divorcio, aunque también 
se adoptó la Shari’a como fuente suplementaria, previendo que en ausencia de orientaciones 
predominantes, el juez pueda dictar su decisión de acuerdo con los principios fundamentales 
del Islam.35

Hasta el 2021, gracias a una reevaluación de los textos sagrados, se había establecido que 
también el hombre debería recurrir a un tribunal para obtener la separación. 

Sin embargo, entre los estereotipos y la dificultad de encontrar un abogado, la corrupción, 
la misoginia de los tribunales y la tasa de alfabetización femenina, el divorcio siempre ha sido 
una meta muy difícil de conseguir para las mujeres, pero desde la restauración del Emirato Is-
lámico se ha vuelto casi imposible. Con las nuevas autoridades, la Shari’a es la única ley aplica-
ble y muchas de las disposiciones legales que permitían a las mujeres divorciarse ya no existen.

Las pocas mujeres afganas que en el tiempo han encontrado la fuerza para empezar una 
nueva vida se convierten en ejemplos para todas las demás mujeres, demostrando que un ma-
trimonio infeliz o violento no tiene por qué ser necesariamente una condena a cadena perpe-
tua, ni la razón por la que renunciar a ella con un gesto extremo e irremediable.

El problema de la nacionalidad y el fenómeno de los “bacha poch”.
Afganistán, a pesar de su herencia cultural patriarcal, con el tiempo comenzó a abrirse a la 

modernidad favoreciendo también el derecho de voto y la participación de las mujeres afganas 
en la vida política y social.

De conformidad con el artículo 53 de la Constitución afgana “La familia es el pilar funda-
mental de la sociedad y debe ser protegida por el Estado. El Estado debe tomar las medidas necesarias 
para lograr la salud física y espiritual de la familia, en particular del niño y de la madre, la educación 
de los niños, así como la eliminación de las correspondientes tradiciones contrarias a los principios de 
la sagrada religión del Islam.”

Con el primer ascenso al poder de los talibanes y la consiguiente imposición de la Shari’a 
se prohibió a las mujeres “existir”. No solo fueron despojadas de su rostro, escondidas tras el 
burka o los vidrios tintados de las casas, fueron privadas de su identidad personal.

35  Hashim Kamali (1985), pp. 158-199.
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No solo de acuerdo con la Shari’a sino también sobre la base de las lógicas tribales del 
Pashtunwali, el cuerpo de una mujer pertenece a un hombre. Y con él también su rostro y el 
nombre que lo identifica. Para un hombre, especialmente si Pashtun, el nombre de su madre, 
hermana y esposa es sagrado, como sagrado es su velo, símbolo de su honor.

La pérdida de la identidad personal femenina comenzó en 1996. Comenzaron a desapa-
recer los nombres en el documento nacional de identidad en el que en cambio se comenzó a 
escribir el nombre del padre, del hermano o del marido con la respectiva mención “hija de...”; 
“hermana de...”; “esposa de...”. Las mujeres ya no aparecían en las lápidas, en los anuncios 
fúnebres, en las tarjetas de invitación para bodas. Se empezaron a utilizar diferentes apelativos 
tanto en casa como en público, como Hamshira (ordeñadora), ajeza (indefensa), zaifa (débil), 
ayal o koch (familia), kampir (anciana).

Jurídicamente hablando, el reconocimiento de la propia identidad y de la ciudadanía son 
aspectos esenciales para la plena participación en la sociedad. En general, los Estados otorgan 
la ciudadanía a quienes han nacido en su territorio. La ciudadanía también puede adquirirse 
por motivos de residencia o concederse por razones humanitarias, como en el caso de los 
apátridas. Las mujeres que no tienen la nacionalidad se ven privadas del derecho a votar o a 
presentarse como candidatas a cargos públicos y se les puede negar el acceso a los subsidios 
públicos y la elección de su residencia. Una mujer adulta debería poder cambiar de nacionali-
dad y no debería ser arbitrariamente reconocida o revocada.

De conformidad con el artículo 9 de la CEDAW, los Estados deben conceder a las mujeres 
los mismos derechos que a los hombres en materia de adquisición, cambio y conservación de 
la ciudadanía. En particular, garantizan que ni el matrimonio con un extranjero ni el cambio 
de nacionalidad del marido durante el matrimonio pueda afectar automáticamente a la ciu-
dadanía de la esposa, ya sea haciéndola apátrida o transmitiéndole la ciudadanía del marido.

El derecho de los hijos a un nombre, la adquisición de la ciudadanía al nacer y el derecho a 
conocer a los padres están expresamente previstos en las leyes de Afganistán.

El artículo 31 de la Ley de Registro de Nacimientos establece la obligación de registro para 
todos los afganos, incluidos los que viven en el extranjero. Todos los afganos están obligados 
a registrar a sus hijos en el plazo máximo de un año desde su nacimiento, en el lugar más 
cercano a su

residencia. Los certificados de nacimiento deben ser expedidos por centros de registro es-
pecializados. El artículo 18 de dicha Ley dispone una serie de elementos que, en el momento 
del registro, deben especificarse, entre otros, el nombre, el apellido, el nombre del padre y del 
abuelo, el lugar de nacimiento, la fecha de nacimiento, la religión, el grupo étnico; el género; 
las características distintivas; la residencia permanente y actual. Por último, debe adjuntarse 
una fotografía y una huella dactilar. Independientemente de que el niño nazca en territorio 
afgano o no, si los padres tienen la nacionalidad afgana, el niño recibe automáticamente la 
nacionalidad afgana en el momento del nacimiento.

En 2017, un grupo de activistas afganos comenzó a reclamar el derecho a tener un reco-
nocimiento de identidad en los documentos personales. El lanzamiento en las redes sociales 
del hashtag #whereismyname ha tenido un gran éxito, tanto que en 2020 el gobierno afgano 
ha dispuesto la modificación de los registros civiles, para incluir el nombre de las mujeres en 
sus documentos de identidad y en los documentos de los hijos. El nombre de la madre se in-
serta en el momento del registro, para que los niños nacidos fuera del matrimonio puedan ser 
justamente registrados.36

Una victoria civil significativa en un país donde las mujeres tienen desde siempre pocos 
derechos y su libertad está continuamente limitada y amenazada.

Al registrarse, se emite un documento oficial para los ciudadanos de la República Islámica 
de Afganistán. O al menos eso era lo que ocurría antes de que los talibanes recuperaran el 
poder proclamando a Afganistán un emirato islámico independiente en 2021.

Siempre en el tema de la identidad merece particular mención el fenómeno del “Bacha 
poch”, que significa literalmente “vestida de niño”.37

Las familias sin hijos y sin descendencia tienen derecho a disfrazar a una de sus hijas de 
hombre para salvar el honor y alejar la mala suerte de los hijos futuros, con la esperanza de 
concebir varones. Teniendo en cuenta que una mujer no puede aparecer en público sola, no 

36  Hoseiny (2020).
37  Es una expresión del dari, la lengua de Kabul.
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puede trabajar o cuidar a los animales, es muy conveniente para las familias disfrazar a sus 
hijas hembras de hombres. Así que pueden contribuir y ayudar a su familia yendo de compras, 
acompañando a su madre y hermanas como mahram, trabajando la tierra y haciendo todo lo 
que solo el hombre tiene el deber y el derecho de hacer.

Paradójicamente todos conocen el verdadero género de esa persona, pero como está vestida 
de macho el honor está a salvo y todos están contentos.

Por lo tanto, incluso hoy en día, hay varias zonas de Afganistán donde la práctica del Bacha 
poch es particularmente frecuente, y para la cultura local no hay nada extraño en declarar y ha-
cer parecer que una hembra es en realidad un varón. La diferencia con el pasado es que cuando 
las niñas alcanzan los diez años, deben volver a su apariencia real, dejando definitivamente la 
ropa masculina. A partir de los diez años, para evitar cualquier forma de deshonra, los hom-
bres y las mujeres ya no pueden mezclarse entre sí, y las niñas deben abrazar definitivamente 
su destino: las paredes de la casa. Aprenden a coser, cuidan a los más pequeños, ayudan a la 
madre. A esta edad, las otras chicas se velan, renuncian poco a poco a la shalwar kameez y a 
la libertad que les da. Abandonan los prados y los juegos para entrar en lo que, a partir de ese 
momento, será para siempre su vida.

A los doce años llevan burka y nunca salen de casa sin la presencia de un hombre.
Esto a menudo pone en gran dificultad a las jóvenes ya acostumbradas a las libertades tí-

picas de un hombre, obligadas a readaptarse a una identidad femenina y a todas las coacciones 
vinculadas a ella. No solo eso, también es psicológicamente muy complejo para una persona 
que ahora se autoidentifica como hombre, convertir sus creencias de género para cubrir las 
vestiduras de una mujer.38

Los casos en que las familias inducen a las niñas a hacerse pasar por hombres jóvenes con 
fines lucrativos que pueden facilitar la dinámica familiar, no deben ser confundidos con todos 
los casos en que las mujeres se ven obligadas a fingir de ser hombres para salvar su vida o la 
de sus seres queridos.

De hecho, hay excepciones en las que las mujeres se rebelan y continúan vistiendo y ac-
tuando como hombres para siempre. Los habitantes del pueblo llaman a estas mujeres bakri, 
una palabra que indica a las mujeres sin deseo, las que renuncian al matrimonio para perma-
necer al lado de sus padres.39

Conclusión. 
En resumen, para aclarar los problemas que caracterizan el corpus iuris afgano, el Estado 

en teoría tiene la obligación de elaborar un sistema jurídico que sea aceptable para todos los 
grupos del país, independientemente de la pertenencia religiosa o tradicionalista.

Sin embargo, la formalización de un sistema informal presenta una serie de obstáculos: en 
primer lugar, el derecho consuetudinario no es un conjunto único de normas que pueden reco-
pilarse y codificarse para su simple aplicación, sino que abarca un conjunto de principios y nor-
mas adaptados a contextos específicos; en segundo lugar, la Shari’a escapa a los mecanismos 
de control del Estado de Derecho en términos de seguridad jurídica, aplicación uniforme de 
la ley, supervisión y control por parte de órganos jurisdiccionales imparciales e independientes. 

El modo en que se interpreta la Shari’a hace, pues, la diferencia con las consecuencias 
sancionadoras de determinados comportamientos, pero no elimina en su origen las razones de 
discriminación y los obstáculos ideológicos que se oponen al logro de una verdadera igualdad 
de género.

Por cierto, si en los últimos 20 años se ha logrado algún progreso, la pérdida de control 
sobre el territorio afgano por parte de los países occidentales despierta gran alarma para el 
universo femenino.

La retirada del Occidente laico y liberal de Afganistán y la restauración del Emirato Islá-
mico han abierto escenarios preocupantes para el destino del pueblo afgano y, en particular, el 
de las mujeres. Después de la toma de Kabul el 15 de agosto 2021, el portavoz de los talibanes 
prometió respeto por los derechos de las mujeres, según los principios y fundamentos de la 
Shari’a.

38  Corboz et al (2020), pp.585-598. 
39  Manoori y Lebrun (2022).
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El nudo jurídico de la cuestión se encuentra precisamente en la afirmación del portavoz 
de los talibanes que sitúa el respeto de los derechos de las mujeres, pero solo en el marco de 
la Shari’a.

El 18 de agosto de 2021, el Consejo de la Unión publicó una declaración conjunta firmada 
por todos los países occidentales, en la que reiteraba la importancia de hacer hincapié en los 
derechos de las mujeres afganas, pidiendo protección a los que ocupan posiciones de poder en 
el país reconquistado por los talibanes. “Las mujeres y niñas afganas, como todos los ciudadanos 
afganos, tienen derecho a vivir con seguridad y dignidad. Debe evitarse cualquier forma de discri-
minación y abuso. 

En la comunidad internacional estamos dispuestos a prestarles ayuda en forma de ayuda huma-
nitaria y apoyo, para garantizar que se escuche su voz”.40

Mientras tanto, no podemos permitirnos mirar hacia el otro lado.
Tal vez un día ya no usarán el burka y no serán lapidadas, tal vez no las cortarán la mano 

si usan esmalte, pero conservarán dentro de cada elección y dentro de cada comportamiento la 
orientación hacia una sustancial diferencia de rol que hace inviable de hecho el acceso igual a 
cualquier posición jurídica y social permitida a los hombres.41 

No sabemos lo que les sucederá a todas las mujeres que viven allí. O lo que realmente les 
está pasando ahora. Solo podemos esperar que miren siempre hacia adelante: con el chador, o 
bajo el burka. Pero adelante.42
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